
Que el acuerdo de prohibición de uso turístico de los inmuebles no sea retroactivo 
no implica que los propietarios que ya ejercían dicha actividad antes del acuerdo no 

tengan interés legítimo para la impugnación del mismo

AP Madrid, Sec. 11.ª, 333/2022, de 28 de septiembre 

SP/SENT/1162441

ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- Por el Juzgado de 1ª Instancia nº 50 de Madrid se dictó Sentencia de fecha 14/07/2020, cuyo fallo es del tenor 
siguiente:""Que desestimando la demanda interpuesta por INMOPRILLATO SL representada por el Procurador D.ARGIMIRO 
VAZQUEZ GUILLEN contra la COMUNIDAD DE PROPIETARIOS DEL EDIFICIO SITO EN LA CALLE000 Nº NUM000 DE MADRID 
representado por el Procurador D. EDUARDO MARTINEZ PEREZ debo absolver y absuelvo a la parte demandada de las 
pretensiones ejercitadas por la parte actora, con expresa imposición de costas a esta última""

SEGUNDO.- Contra la anterior resolución se interpuso recurso de apelación por la parte demandante, que fue admitido a 
trámite, dándose traslado del mismo a la parte contraria, y, en su virtud, previos los oportunos emplazamientos, se remitieron 
las actuaciones a esta Sección, sustanciándose el recurso por sus trámites legales.

TERCERO.- En la tramitación del presente procedimiento se han observado las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- En el escrito inicial que encabeza este procedimiento, se promovió por la representación procesal de 
INMOPRILLATO S.L. demanda de juicio ordinario contra la COMUNIDAD DE PROPIETARIOS DE LA CALLE000 Nº 10 DE MADRID, 
en ejercicio de una acción de impugnación de un acuerdo de esta última; y se dictó sentencia que desestimaba la demanda, al 
entender que el actor carecía de legitimación activa, absolviendo a la demandada de los pedimentos contra ella formulados, 
con expresa imposición de costas a la actora.

Disconforme INMOPRILLATO S.L, se formula recurso de apelación alegando en síntesis, los siguientes motivos:

1º.- Infracción del art. 18.2 de la LPH. Se sostiene que la sentencia no debió acoger la excepción de falta de legitimación activa 
porque el acuerdo, que tiene eficacia ob rem, afecta a todo propietario, como limitación al uso de los elementos privativos y el 
actor cumplió las exigencias del precepto: salvó su voto votando en contra y estaba al corriente de pago de las cuotas.

2º.-Error en la valoración de la prueba. Se dice en el recurso que la aprobación del acuerdo se realizó al albur de la 
promulgación del Real Decreto Ley 21/2018 de 14 de diciembre, que modificaba el art. 17 de la LPH estableciendo que los 
acuerdos que limiten o condicionen los apartamentos turísticos, requerirán del voto de las 3/5 partes de los propietarios que 
representen 3/5 partes de las cuotas de participación. Ciertamente, ese Real Decreto referido no se convalido después en 
trámite parlamentario, pero en todo caso, sostiene el apelante, la norma solo hablaba de limitar o condicionar, no de prohibir la 
actividad de apartamentos turísticos, lo que es un acuerdo contrario a la Ley y además es un acuerdo que se adopta en 
perjuicio del actor.

Por último, se sostiene que lo acordado difiere del orden del día de la convocatoria. La convocatoria indica que se refiere al 
ejercicio de la actividad letra e del art. 5 de la LAU de "arrendamientos turísticos", cuando luego el acuerdo se limitó a 
"apartamentos turísticos".

Por la demanda, la COMUNIDAD DE PROPIETARIOS DE LA CALLE000 Nº NUM000 DE MADRID se solicita la desestimación del 
recurso de apelación y la confirmación de la sentencia dictada.

SEGUNDO.- Antes de entrar en el primer motivo de apelación - y en su caso en el segundo, si se estimara el primero- conviene 
exponer los hechos esenciales de este proceso.

En su día se convocó en la comunidad demandada Junta General Extraordinaria para el día 17 de enero de 2019, con el 
siguiente orden del día:
" Adopción de acuerdos que limiten o condicionen el ejercicio de la actividad a que se refiere letra e) del artículo 5 de la 
Ley 29/1994 de 24 de noviembre de Arrendamientos Urbanos (arrendamientos turísticos) en la finca, decisiones a 
tomar en cuanto a la prohibición de dicha actividad en la finca y al incremento de cuotas".

Llegado el día se adoptó el siguiente acuerdo:



"Prohibir y limitar a los propietarios y ocupantes bajo cualquier título o derecho, real o personal, de uso y disfrute de 
los diferentes pisos o locales del edificio, la realización de la actividad de apartamentos turísticos en los términos 
definidos en el Decreto de 10 de julio de 2014, por el que se regulan los apartamentos turísticos de la Comunidad de 
Madrid o norma sectorial que en el futuro pueda sustituirlo"
Solo voto en contra del acuerdo el actor, que en el momento del acuerdo estaba al corriente de todas las deudas para 
con la Comunidad de propietarios.
Pues bien entrando en la cuestión de la legitimación activa, la comunidad demandada opuso la excepción de falta de 
legitimación activa, al carecer el actor de interés legítimo en relación al acuerdo impugnado, ya que partiendo de que 
el acuerdo no tiene efectos retroactivos, no afecta a los propietarios que como la actora ya venían ejerciendo en su 
piso antes del acuerdo comunitario la actividad de piso turístico, argumento que acoge la sentencia.
Pues bien, a nuestro juicio la decisión no es correcta. Es evidente la legitimación del actor- como parte que es de la 
comunidad de propietarios y al margen de su condición de ejerciente de la actividad que para el futuro pretendía 
prohibirse en el acuerdo- para impugnar el mismo. En efecto, el acuerdo le afecta como integrante de la comunidad e 
interesado en las decisiones que se refieran a la misma y en concreto a las que afectan limitando o condicionando al 
uso de los elementos privativos de la misma y más aún en este caso, la actividad de "apartamento turístico" que tiene 
una evidente afectación a las zonas comunes por donde deben transitar los usuarios de dichos apartamentos o ante la 
posible realización en el elemento privativo de actividades molestas, nocivas o insalubres que se desarrollen en el 
mismo.
En definitiva el acuerdo afecta y legitima al actor en la misma forma que afecta y legitima a los demás integrantes de 
la comunidad para adoptarlo, por lo que en este punto se acoge la pretensión del actor.

TERCERO.- Rechazada la carencia de legitimación activa para impugnar de INMOPRILLATO S.L., vamos a entrar en el segundo 
motivo de apelación, que en el recurso se agrupa en varios motivos.

Debemos comenzar por recordar que debe ser respetada la valoración probatoria de los órganos judiciales en tanto no se 
demuestre que el juzgador incurrió en error de hecho, o que sus valoraciones resultan ilógicas, opuestas a las máximas de la 
experiencia o a las reglas de la sana crítica. Por tanto, debe respetarse el uso que haga el juzgador de primer grado de su 
facultad de libre apreciación o valoración en conciencia de las pruebas practicadas, al menos en principio, siempre que tal 
proceso valorativo se motive o razone adecuadamente en la sentencia, como tiene declarando el Tribunal Constitucional 
(sentencia 17 de diciembre de 1985, 13 de junio de 1986, 13 de mayo de 1987, 2 de julio de 1990 y 3 de octubre de 1994), 
salvo que aparezca claramente que, en primer lugar, exista una inexactitud o manifiesto error en la apreciación de la prueba o, 
en segundo lugar, que el propio relato fáctico sea oscuro, impreciso o dubitativo, ininteligible, incompleto, incongruente o 
contradictorio, porque prescindir de todo lo anterior es sencillamente pretender modificar el criterio del juzgador por el 
interesado de la parte recurrente.

La aprobación del acuerdo litigioso se realizó al albur de la promulgación del Real Decreto Ley 21/2018 de 14 de diciembre, que 
modificaba el art. 17 de la LPH estableciendo que los acuerdos que limiten o condicionen los apartamentos turísticos, 
requerirán el voto de las 3/5 partes de los propietarios que representen 3/5 partes de las cuotas de participación.

Ciertamente, ese Real Decreto referido no se convalido después en trámite parlamentario. Se plantea su validez a partir de esta 
circunstancia.

Es importante señalar tres momentos temporales: 1) el Real Decreto Ley 21/2018 de 14 de diciembre, de medidas urgentes en 
materia de vivienda y alquiler, fue publicado en el B.O.E. del 18 de diciembre de 2018; 2) el acuerdo comunitario litigioso es del 
día el 17 de enero de 2019; 3) En virtud de resolución de fecha 22 de enero de 2019, publicada en el B.O.E. de 24 de enero de 
2019, el Congreso de los Diputados, en el trámite del art. 86.2 de la Constitución Española, acordó derogar el Real Decreto 
tantas veces referido.

Pues bien, frente a lo que sostiene el recurrente, aunque es cierto que en los supuestos de no convalidación de un Decreto Ley 
el mismo resulta derogado, los efectos de la decisión de la Cámara se producen es nunc, como sostiene la doctrina 
administrativista (EDUARDO GARCIA DE ENTERRIA y TOMÁS RAMÓN FERNÁNDEZ) y en consecuencia, no quedan afectados por 
la derogación los actos aplicativos producidos durante la vigencia de la norma, que ha desplegado en ese plazo plena eficacia, a 
pesar de no ser luego convalidada la norma.

Así las cosas, el acuerdo impugnado, fue adoptado conforme a la normativa vigente en el momento de su adopción y 
cumpliendo estrictamente sus términos.

Que el Real Decreto Ley utilizará las expresiones "limitar" o "condicionar", no supone a nuestro juicio que el acuerdo se 
extralimitará por decidir "prohibir", pues la prohibición es la forma más absoluta de limitación aplicable.

En lo que se refiere a que la tipología de la actividad realizada por el apelante en el piso primero derecha -actividad de 
apartamento turístico - no fuera coincidente con la alusión general del acuerdo a "alojamientos o arrendamientos turísticos" no 
es tampoco relevante para impugnar el mismo, pues incluye la doble modalidad establecida en el Decreto 79/2014, de 10 de 
julio de la Comunidad Autónoma de Madrid -apartamento turístico o viviendas de uso turístico -, ello al margen de la falta de 
carácter retroactivo del acuerdo comunitario respecto del actor.



Por último, en lo que hace referencia a la discordancia entre la convocatoria de la Junta y el acuerdo adoptado, esta Sala no 
aprecia en absoluto la misma, siendo la correspondencia de las materias a tratar y lo acordado absoluta, siendo irrelevante a 
estos efectos que la comunidad de propietarios optara por limitar la actividad de los propietarios solo en relación con una de 
las modalidades de alojamientos turísticos, los apartamentos turísticos, sin comprender a la otra modalidad, es decir, las 
viviendas de uso turístico, decisión que de ninguna manera desborda el marco del orden del día.

Por todo lo expuesto, debe desestimarse el recurso de apelación y, consecuentemente a lo expuesto, desestimar la demanda 
interpuesta por el actor, bien que por otros argumentos a los utilizados por la Juez a quo.

CUARTO.- De conformidad con el Art. 398 en relación del Art. 394, ambos de la L.E.C. las costas de esta alzada se imponen a la 
parte apelante al desestimarse el recurso.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación.

FALLAMOS
Que DESESTIMANDO el recurso interpuesto por la representación procesal de INMOPRILLATO S.L. contra la sentencia número 
123-2020, dictada por el Juzgado de Primera Instancia nº 50 de Madrid en los autos de juicio ordinario 580- 2019, se CONFIRMA 
la misma, con imposición a la recurrente de las costas causadas.

La desestimación del recurso determina la pérdida del depósito constituido, de conformidad con lo establecido en la 
Disposición Adicional 15ª de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder Judicial, introducida por la Ley Orgánica 1/2009, de 
3 de noviembre, complementaria de la ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial.

MODO DE IMPUGNACION: Contra esta Sentencia no cabe recurso ordinario alguno, sin perjuicio de que contra la misma 
puedan interponerse aquellos extraordinarios de casación o infracción procesal, si concurre alguno de los supuestos previstos 
en los artículos 469 y 477 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en el plazo de veinte días y ante esta misma Sala, previa constitución, 
en su caso, del depósito para recurrir previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
debiendo ser consignado el mismo en la cuenta de depósitos y consignaciones de esta Sección, abierta en BANCO DE 
SANTANDER, con el número de cuenta 2578-0000-00-0574-21, bajo apercibimiento de no admitir a trámite el recurso 
formulado.

Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a 
cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la 
intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes.
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